El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

        DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / RESTITUCIÓN DE INMUEBLE ARRENDADO / INTERPRETACIÓN RAZONABLE DEL JUEZ / NO CONSTITUYE VÍA DE HECHO / CONFIRMA / En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

(…)

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

(…)
El funcionario demandado ordenó la restitución del inmueble y la terminación del contrato de arrendamiento, entre otras, porque se demostró esa causal. Para fundamentar tal decisión argumentó que a pesar de que la destinación del local comercial fue pactada de forma clara y expresa para “almacén de calzado y parqueadero de vehículos”, quedó demostrado en el interrogatorio de parte absuelto por el demandado que su destinación actual es la de parqueadero de motos, del que él se encarga, y venta de frutas y verduras, por parte de los subarrendatarios; además se expresó que aunque el arrendatario tiene atribución para subarrendar, la actividad a desplegar sí fue definida expresamente en el contrato, sin que exista prueba de que los arrendadores hayan consentido esa variación de la actividad.

(…)

De esa manera las cosas, puede decirse que el juez accionado adoptó su decisión de acceder a las pretensiones, ante la prueba del incumplimiento del contrato, por la causal de que se trata, con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por ende se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Pereira, junio veinticinco (25) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 222 del 25 de junio de 2018


Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00401-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Marco Tulio Aristizábal frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 8 de mayo último, en la acción de tutela que aquel instauró contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fueron vinculadas las señoras Ana Clara, Esperanza, Gloria Amparo y Alicia Elena Candamil Peláez y la Dra. Amelia Cubides Alfonso, Inspectora Municipal de Policía.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 1º de diciembre de 2010 los señores Nicanor Candamil Arias y Marco Tulio Aristizábal Gómez suscribieron contrato de arrendamiento sobre el local comercial ubicado en la calle 18 No. 9-47. Se determinó que su duración sería de un año, con una destinación para parqueadero de motos y almacén de calzado y que el canon de arrendamiento ascendería a $2.500.000, el cual aumentaría al vencimiento de cada periodo contractual en porcentaje a convenir cada año, tal como sucedió a partir de los meses de diciembre de 2011 y 2012.

1.2 En el año 2013 los herederos del arrendador informaron al accionante que el contrato no sería prorrogado y que el lapso estipulado para su terminación sería el 30 de abril de 2013, de conformidad con el inciso 1º, numeral 1 del artículo 518 del Código de Comercio.

1.3 Los citados herederos promovieron en el año 2014 proceso de restitución de inmueble, con sustento en las causales de no pago del 
canon, mora en el pago de su incremento y cambio de destinación. Sin embargo este proceso “no prospero (sic) y fue archivado para el mes de Junio (sic) de 2015”.
1.4 En el mes de julio de 2015 se inició nuevamente el  proceso y  correspondió su conocimiento al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira.
1.5 Este despacho judicial acogió la pretensión de mora en el pago del incremento ya que la obligación del arrendatario era solicitar dicho aumento, sin esperar que los herederos del arrendador lo solicitaran, pues “la costumbre mercantil señala la prioridad de las condiciones del mercado de inmuebles destinados a actividades comerciales”.

1.6 Esta última consideración es errónea ya que ese tipo de costumbre “constituye derecho en subsidio de la ley”. Además, en las estipulaciones del contrato se determinó que ese reajuste sería de mutuo acuerdo y no por la autonomía del arrendatario, razón por la cual tampoco se le podía imputar mala fe.

1.7 Respecto a la destinación diferente de la convenida, el juzgado accionado desconoció la cláusula adicional relativa a la capacidad del arrendatario de subarrendar total o parcialmente el inmueble. Además, según “los cánones de derecho comercial referente a la autonomía del arrendatario de subarrendar hasta el 50% del inmueble, sin causarle ningún perjuicio al arrendador”. En este caso no existe prueba de daño alguno de esa naturaleza y del total de los 440 metros cuadrados que componen el área del bien, se subarrendaron apenas 40.
1.8 En este asunto se reúnen los requisitos de procedencia del amparo ya que existe relevancia constitucional, se agotaron los recursos ordinarios y se está ante un perjuicio irremediable debido al desalojo programado para el 25 de abril de este año, lo que dejaría a doce personas desempleadas y la acción cumple con el presupuesto de la inmediatez ya que frente a la sentencia proferida el 9 de junio de 2017 se formuló recurso de queja el cual fue resuelto el 5 de diciembre de 2017.  
2. Considera lesionados el derecho al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene dejar sin efectos la sentencia proferida por el juzgado accionado en el citado proceso.   
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 23 de abril el Juez Segundo Civil del Circuito local se declaró impedido para conocer de la acción de tutela, al haber resuelto el recurso de queja formulado contra la decisión en la que encuentra el accionante lesionados sus derechos.  
2. Las diligencias fueron remitidas al Juzgado Tercero Civil del Circuito. Este, luego de encontrar configurada la causal de impedimento, admitió la tutela y ordenó vincular a los herederos del señor Nicolás Candamil Arias y a la Inspectora Municipal de Policía, Dra. Amelia Cubides Alfonso.
3. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

3.1 El titular del Juzgado Octavo Civil Municipal señaló que los argumentos planteados en la acción constitucional difieren de las pruebas allegadas al proceso ordinario. En este se garantizaron los derechos de la partes. Agregó que el amparo busca, además de desconocer una decisión judicial en firme, dilatar el trámite procesal. 
3.2 Las señoras Ana Clara, Esperanza y Alicia Elena Candamil Peláez, herederas de Nicolás Candamil Arias, por medio de apoderado, alegaron que: a) existe caducidad ya que la sentencia objeto del amparo fue proferida el 8 de junio de 2017 y la acción de tutela se promovió luego de más de diez meses y b) ya se había interpuesto otra acción constitucional con sustento en similares pretensiones, la cual fue declarada improcedente por esta Sala.

4. Mediante sentencia del pasado 8 de mayo, la funcionaria de primera instancia resolvió no conceder el amparo invocado.
Para decidir así, empezó por señalar que en lo relativo al trámite del proceso de restitución de inmueble no se podía hacer consideración alguna ya que este Tribunal, mediante sentencia del 20 de febrero de 2018, analizó ese tema específico. En cuanto a los reproches concretos de la demanda dijo que una de las causales alegadas para la terminación del contrato de arrendamiento fue la destinación del inmueble, “el cual no fue arrendado para instalar establecimiento de venta de alimentos perecederos”. Por ello la determinación adoptada por el juzgado accionado responde al principio de la sana crítica, razón por la cual no se le puede endilgar lesión alguna de derechos. 
5. Inconforme con el fallo la apoderada del demandante lo impugnó. Argumentó que: a) la funcionaria de primera instancia dejó de analizar los hechos que motivaron la acción de tutela, específicamente los reproches frente a la interpretación de las estipulación contractuales del juzgado accionado y que pretenden acreditar el error protuberante en que incurrió al establecer que es al arrendatario a quien le correspondía incrementar el canon; b) reitera que el accionante se encontraba facultado para subarrendar parcial o totalmente el inmueble; c) la destinación del bien para parqueadero no varió; d) la sentencia proferida en la primera acción de tutela, declaró improcedente el amparo al incumplir los requisitos de subsidiariedad e inmediatez. Además, se produjo un salvamento de voto en el que se señaló la manifiesta lesión al debido proceso y c) frente a los planteamientos consignados en las contestaciones de la demanda, señaló que en las acciones de tutela no cabe aplicar la caducidad, la ejecutoria de la sentencia ocurrió el 5 de diciembre de 2017 y no se trata de dilatar el trámite de entrega. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela frente a la sentencia por medio de la cual el juzgado accionado definió el proceso de restitución de inmueble arrendado promovido contra el actor. De serlo, se analizará si en ella se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
3. Previo a ello, es necesario señalar que en el caso concreto no se presente el fenómeno de la cosa juzgada ni la temeridad, ya que como lo acreditan las copias de otra acción de tutela que se tramitó entre las mismas partes, se pretendía con ella obtener se declarara que la sentencia de primera instancia dictada en ese proceso era susceptible del recurso de apelación
; mientras en la que ahora se decide, de acuerdo con lo expuesto en otro aparte de esta providencia, las declaraciones reclamadas como medida de protección de los derechos que se consideran vulnerados, son diferentes.

4. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:
4.1 Las herederas del señor Nicanor Candamil Arias formularon demanda de restitución del inmueble arrendado, ubicado en la calle 18 No. 9-41, contra el señor Marco Tulio Aristizábal Gómez, por el incumplimiento de las siguientes obligaciones contractuales: a) allanamiento para el aumento del canon, ya que el arrendatario no concurrió a convenirlo; b) el canon se pagó a persona diferente a la sucesión líquida o indivisa del arrendador y c) se varió la destinación del local objeto del contrato, pues esta fue convenida para almacén de calzado y parqueadero de vehículos, pero se utiliza para “parqueadero de motos y revueltería”
.   
4.2 En su contestación a la demanda, el citado señor, por intermedio de apoderada, alegó que: a) luego del fallecimiento del arrendador, el canon se continuó pagando a su cónyuge, de acuerdo con el sitio y oportunidad establecidos en el contrato. Además, la masa sucesoral no es un sujeto de derechos; b) en el contrato de arrendamiento se estipuló la posibilidad de subarrendar de forma parcial o total y c) nunca fue convocado para convenir el aumento del canon
.   

4.3 Mediante sentencia del 8 de junio de 2017, el Juez Octavo Civil Municipal de Pereira ordenó la restitución del inmueble y la terminación del contrato de arrendamiento suscrito entre los señores Nicanor Candamil Arias y Marco Tulio Aristizábal Gómez.

Para así decidir, consideró el funcionario accionado que: a) el arrendatario tenía el deber de requerir a los herederos del arrendador para acordar el aumento del canon, con el fin de  preservar la lealtad contractual y la buena fe, pues tal reajuste fue convenido por las partes y por tal razón no se podía beneficiar con la falta del arrendador para continuar sufragando un mismo monto sin incremento. Esa carga no desaparece por la falta de requerimiento, máxime cuando la costumbre mercantil “señala la prioridad de las condiciones del mercado de inmuebles destinados a actividades comerciales” y b) a pesar de que la destinación del local comercial fue pactada de forma clara y expresa para “almacén de calzado y parqueadero de vehículos”, quedó demostrado en el interrogatorio de parte rendido por el demandado que este se encarga del parqueadero de motos y los subarrendatarios tienen negocios de venta de frutas y verduras. Esto último también surge de la prueba documental aportada, la cual, además, demuestra que esas últimas actividades no se encuentran registradas ante la Alcaldía Municipal. Aunque el arrendatario tiene atribución para subarrendar “la actividad a desplegar sí fue definida expresamente en el contrato”. No existe prueba de que los arrendadores hayan consentido esa variación de la actividad. 
En cuanto a la restante causal aducida por las demandantes, relacionada con la ineficacia de los pagos, dijo que esta es improcedente ya que el arrendatario canceló los cánones en el sitio y forma determinados en el contrato y no existe prueba de que tuviera conocimiento de la muerte del arrendador
.  
4.4 Contra esa decisión, el peticionario formuló recurso de apelación, en subsidio queja
. Ese medio de impugnación fue negado por el juzgado accionado y se accedió a la expedición de copias
. Frente a este auto el actor interpuso reposición y en subsidio, nuevamente, el de queja
. Despachado desfavorable el primero se concedió el segundo. 
4.5 Por auto del 4 de diciembre de 2017, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, resolvió que el recurso de apelación se encontraba bien denegado
. 
5. En este caso, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra la decisión en que el actor encuentra lesionados sus derechos se interpuso recurso de apelación, el cual fue negado por tratarse de un proceso de única instancia, es decir que en su contra no cabe medio de impugnación alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la providencia que resolvió el recurso de queja formulado se profirió el 4 de diciembre de 2017 y a partir de esta fecha es que se debe tener por ejecutoriado aquel fallo; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de

la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que     la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el 
juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

7. Surge de las pruebas recaudadas que en la demanda con la que se inició el proceso se invocaron varias causales para obtener la restitución del inmueble arrendado, relacionadas con el incumplimiento por parte del arrendador de algunas de sus obligaciones, entre ellas, la de darle al inmueble la destinación pactada, que se considera fue desconocida.

El funcionario demandado ordenó la restitución del inmueble y la terminación del contrato de arrendamiento, entre otras, porque se demostró esa causal. Para fundamentar tal decisión argumentó que a pesar de que la destinación del local comercial fue pactada de forma clara y expresa para “almacén de calzado y parqueadero de vehículos”, quedó demostrado en el interrogatorio de parte absuelto por el demandado que su destinación actual es la de parqueadero de motos, del que él se encarga, y venta de frutas y verduras, por parte de los subarrendatarios; además se expresó que aunque el arrendatario tiene atribución para subarrendar, la actividad a desplegar sí fue definida expresamente en el contrato, sin que exista prueba de que los arrendadores hayan consentido esa variación de la actividad. 

De acuerdo con el contrato de arrendamiento que suscribió el aquí demandante con su inicial arrendador, señor Nicanor Candamil Arias
, el inquilino se comprometió a utilizar el inmueble objeto del convenio como local comercial para almacén de calzado y parqueadero de vehículos.

De esa manera las cosas, puede decirse que el juez accionado adoptó su decisión de acceder a las pretensiones, ante la prueba del incumplimiento
incumplimiento del contrato, por la causal de que se trata, con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por ende se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Y de esa manera no resulta menester que la Sala analice lo relacionado con las demás causales que se invocaron como fundamento de la demanda de restitución, pues así el juez demandado, al analizarlas, hubiese incurrido en alguna de las causales específicas de procedencia de la tutela, el amparo solicitado estaría llamado al fracaso porque no resultaba menester demostrarlas todas, para adoptar la decisión en la que encuentra el actor lesionados sus derechos.

En relación con la causal de cambio de destinación del inmueble que se analiza, no resulta posible, por vía de tutela, replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque la aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, el amparo debe ser negado.

8. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 8 de mayo, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Marco Tulio Aristizábal contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fueron vinculadas las señoras Ana Clara, Esperanza, Gloria Amparo y Alicia Elena Candamil Peláez y la Dra. Amelia Cubiedes Alfonso, Inspectora Municipal de Policía.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



� Folios 497 a 516 cuaderno No. 1





� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 35 a 38


� Folios 231 a 238


� Folios 13 a 19


� Folios 95 a 98


� Folio 48


� Folios 99 a 100


� Folios 108  y 109


� Corte Constitucional. Sentencia T-428 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Folios 31 y 32, cuaderno No.1
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